
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

          Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

          Pereira, mayo once de dos mil dieciséis (2016)
          Radicación No. 66001-31-03-004-2016-00061-01
Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Segundo de Familia y Cuarto Civil del Circuito, ambos de esta ciudad, para conocer de la demanda de jurisdicción voluntaria que promovieron los señores Jesús Antonio Vargas y Liliana Patricia Díaz Gallego.
ANTECEDENTES
1.- Los señores Jesús Antonio Vargas y Liliana Patricia Díaz Gallego, quienes actúan por medio de apoderado judicial, presentaron demanda para que por los trámites de un proceso de jurisdicción voluntaria se declare la nulidad del registro civil de nacimiento de la menor Katherine Vargas Díaz, inscrito en la Notaría Segunda de Pereira.
Relataron como sustento de tal pretensión, en breve síntesis, que la menor nació en Suiza, el 7 de noviembre de 1998 y fue registrada en la Notaría Primera de Bogotá, el 19 de septiembre de 2005, bajo el serial 38988768, como hija de Liliana Patricia Díaz Gallego; mediante escritura pública 3083 del 9 de julio de 2009, otorgada en la Notaría Primera de Bogotá, el señor Jesús Antonio Vargas Rivera reconoció a la menor referida como su hija extramatrimonial, acto inscrito en la Notaría Segunda de Pereira el 14 de agosto de 2009, bajo el indicativo serial 30206876, documento en el que se expresó que su nacimiento tuvo lugar en  Colombia (sic), el 11 de noviembre de 1988 (sic). 
2.- La demanda, que fue presentada el 18 de enero de 2016 y correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Familia de la ciudad, despacho que mediante auto del 10 de febrero pasado la rechazó por falta de competencia. 
Para decidir así dijo que el artículo 577 del Código General del Proceso enlista los asuntos que se tramitan por el procedimiento de jurisdicción voluntaria y entre ellos, en el numeral 11, los relacionados con la corrección, sustitución o adición de partidas de estado civil o del nombre, cuyo conocimiento corresponde a los jueces civiles municipales de acuerdo con el numeral 6º del artículo 18 del mismo código; empero, como lo que pretenden los accionantes es la anulación del registro civil de nacimiento de la adolescente Katherine Vargas Díaz, asentado en la Notaría Segunda del Círculo de Pereira, su conocimiento, por no estar atribuido a juez específico, le corresponde asumirlo a los Jueces Civiles del Circuito a tono con lo dispuesto por el artículo 20.
3.- El Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, al que le fue asignada la demanda, mediante providencia del 20 de abril último, suscitó el conflicto negativo de competencia al considerar que del asunto debe conocer un Juzgado de Familia, de acuerdo con el  numeral 2º del artículo 20 del código citado y con fundamento en providencia de una de las Salas de este Tribunal, que consideró aplicable al caso.
CONSIDERACIONES

1.- Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Segundo de Familia y Cuarto Civil de Circuito, ambos de esta ciudad, de conformidad con el artículo 139 del Código General del Proceso.

2.- Para desatarlo, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel a quien la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto). 


Esa competencia se establece de acuerdo con distintos factores: el objetivo, que guarda relación con la naturaleza o materia del proceso y la cuantía; el subjetivo que responde a la calidad de las partes que intervienen en el proceso; el funcional, a la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario que debe resolver la controversia; el territorial, al lugar donde debe tramitarse; y el de conexidad, que depende de la acumulación de procesos o pretensiones. 

Para resolver la cuestión resulta de vital importancia analizar el primero de tales factores, atendiendo a la naturaleza del asunto, pues los jueces enfrentados se han separado del conocimiento del caso por considerar, cada uno, que carece de esa competencia. El factor objetivo como se dijo, atiende, en primer lugar, a la naturaleza del asunto, es decir al contenido de la pretensión, por lo cual, se le conoce también como la competencia por razón de la materia. 

3.- Considera el señor Juez Segundo de Familia que del asunto debe conocer un Juzgado Civil del Circuito por no estar atribuido expresamente a otro de la jurisdicción ordinaria; la señora Jueza Cuarta de la  última especialidad, a la que por reparto correspondió la demanda, aduce que la competencia radica en el  primero, porque se está frente a una controversia que afecta el estado civil.

De conformidad con el artículo 1º del Decreto 1260 de 1970, el estado civil de una persona es “su situación jurídica en la familia y en la sociedad, determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley”. Y de acuerdo con el artículo 2º ibídem, se deriva de hechos, actos y providencias que lo determinan, como también de su calificación legal.

En materia de corrección de los errores en que puede haberse incurrido en las inscripciones de los hechos y de los actos relacionados con el estado civil, dice el artículo 89 del citado Decreto, modificado por el 2º del 999 de 1988: “Las inscripciones del estado civil, una vez autorizadas, solamente podrán ser alteradas en virtud de decisión judicial en firme, o por  disposición de los interesados, en los casos del modo y con las formalidades establecidas en este decreto”.

Y el artículo 95 del Decreto 1260 reza: “Toda modificación de una inscripción en el registro del estado civil que envuelva un cambio de estado, necesita de escritura pública o decisión judicial firme que la ordene o exija, según la ley civil”

De acuerdo con esas disposiciones una vez realizada una inscripción del estado civil, puede solicitarse la corrección o rectificación de la inscripción, pero cuando con ellas se altera el estado civil porque guardan relación con la ocurrencia del hecho o acto que lo constituye, requiere decisión judicial. De tratarse de otra clase de error, el funcionario encargado del registro, puede realizar la corrección “con el fin de ajustar la inscripción a la realidad”, pero sin alterar el estado civil.

Lo anterior, en razón al carácter inalienable, imprescriptible e irrenunciable de ese estado.
En el presente caso, se reitera, pretenden los demandantes, se declare la nulidad del registro civil de nacimiento de la menor Katherine Vargas Díaz, inscrito en la Notaría Segunda de Pereira, porque ya estaba inscrita en otra y porque contiene datos que no son ciertos, concretamente los relacionados con el lugar y la fecha de nacimiento. 

Esa solicitud, sin lugar a duda, afecta el estado civil de la inscrita, y por ende, requiere decisión judicial, pero no por el trámite de  un proceso de jurisdicción voluntaria, por cuanto no se está frente a una petición que implique corrección, sustitución o adición de partidas del estado civil o del nombre, evento en el que tendría aplicación el numeral 11 del artículo 377 del Código General del Proceso, sino por el verbal, de acuerdo con el artículo 368 de esa obra, cuyo conocimiento corresponde a los Jueces de Familia en primera instancia, de acuerdo con el numeral 2º del artículo 22 del código referido, que se la otorga para conocer de: “De la investigación e impugnación de la paternidad y de los demás asuntos referentes al estado civil que lo modifiquen o alteren.”  (resaltado fuera del texto).
Así las cosas, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de esta actuación al Juzgado Segundo de Familia de Pereira, al que se remitirá el expediente para que le imparta el trámite que corresponda. 

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE:

Dirimir el conflicto de competencia suscitado en el sentido de declarar que es el Juez Segundo de Familia de Pereira, el competente para asumir el conocimiento de la demanda a que se refiere este proveído.

Remítase copia de esta decisión al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

                    CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 











JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA
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